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El mayor problema que plantean las ayudas estatales a la I+D+i colaborativa es que 
pueden falsear la competencia entre empresas, llegando incluso a reducir los incentivos 
a la inversión por empresas competidoras. No obstante, las ayudas estatales a la I+D+i 
pueden autorizarse por la Comisión como excepción a la prohibición general de las ayu-
das estatales cuando sea necesario para alcanzar un objetivo de interés común siguien-
do los criterios recogidos en su Comunicación «Marco Comunitario sobre ayudas estata-
les de investigación y desarrollo e innovación». 
En este contexto, los organismos de investigación pueden ser los beneficiarios de una 
ayuda de Estado al entrar en el concepto de empresa del artículo 107 TFUE o pueden 
ser el cauce para la concesión indirecta de una ayuda ilegal a una empresa privada con 
la que colabora en el marco de un proyecto de I+D+i colaborativa. 
En el panorama actual las spin-off universitarias son mecanismos de transferencia del 
conocimiento, que trasladan al mercado las investigaciones generadas por las Universi-
dades públicas. Esta modalidad de colaboración presenta particularidades propias que 
la hacen merecedora de un análisis individualizado a la luz de la normativa sobre ayu-
das de Estado. 
Palabras clave: I+D+i colaborativa, ayudas de Estado, investigación desarrollo e inno-
vación, organismos de investigación, Universidades públicas, spin-offuniversitarias, in-
centivos a la inversión, falseamiento de la competencia. 
(*) Trabajo realizado en el ám"bito del Proyecto de Investigación «La investigación y la transfe-
rencia de conocimiento en el marco del ordenamiento financiero comunitario e internacional», con-
cedido en el marco de las Ayudas para Grupos de Investigación de Excelencia del Programa PRO-
METEO 2012 de la Conselleria de Educación de la Generalitat Valenciana, Expediente 
PROMETE0/2012/073, cuya investigadora principal es Amparo Navarro Faure. 
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l. LAS POLÍTICAS PÚBLICAS DE LA UNIÓN EUROPEA Y DE ESPAÑA 
DE FOMENTO DE LA I+D+i COLABORATIV A 
Podemos definir la colaboración público-privada en I+D+i, también denominada 
I+D+i Colaborativa o Collaborative Research, como la participación activa, distinta de la 
mera contratación de trabajos, en proyectos conjuntos de innovación de agentes del sec-
tor público y de agentes del sector privado. Para que esta colaboración se entienda exis-
tente no es necesario que ambos (colaboradores del sector público y privado) obtengan 
una ventaja económica o comercial inmediata. Desde la década de los ochenta (1), la co-
operación en ciencia y tecnología ha experimentado un gran auge. Las fórmulas de coo-
peración pueden ser muy variadas, como veremos más adelante en este trabajo. 
La colaboración público privada puede ser un excelente instrumento para superar la 
denominada «paradoja europea» de la que participa España. Con este término se hace 
referencia al hecho de que los países de la Unión Europea son líderes en la investigación 
a nivel académico, pero no son capaces de convertir esa excelencia investigadora en in-
novación industrial y con ello, obtener un retorno económico de los resultados obtenidos 
por la investigación básica. La prueba más palpable de este fenómeno es el escaso nú-
mero de patentes en los países europeos. Se ha señalado como principal causa de esta 
paradoja europea la limitada capacidad de transferencia de tecnología desde los centros 
de investigación al entorno industrial 
Dada la importancia otorgada a la colaboración público-privada, tanto la Comisión 
Europea como España han puesto en marcha diversas medidas de fomento de la I+D+i 
colaborativa, como veremos seguidamente. 
Desde el ámbito de la Unión Europea, se ha alentado la colaboración entre el sector pú-
blico y la empresa privada en materia de I+D+i fomentándose lo que en el ámbito comu-
nitario ha venido a denominarse «Public-Private Partnerships (PPPs) for research» (2) 
(1) Sobre el origen y evolución de la investigación cooperativa, véase BARTOLOMÉ PINA, M.: «La 
investigación cooperativa», Revista Educar, no 10, 1986, págs. 51-78 y BAUSELA HERRERAS, E.: «La 
investigación cooperativa, una modalidad de la investigación-acción», Revista de Piscodidáctica, no 
15-16, 2003, págs. 121-130. 
(2) Existen dos modelos de PPPs: 
a) Los PPPs contractuales, son Asociaciones Público Privadas lideradas por empresas cuyo ob-
jetivo principal es coordinar a los sectores público y privado para desarrollar, implementar y fi-
nanciar conjuntamente agendas de investigación e innovación en sectores especialmente impor-
tantes desde el punto de vista europeo e internacional. 
b) Las Joint Technology Inititiatives (JTis) son Asociaciones Público Privadas institucionales, 
creadas al amparo de lo previsto en el artículo 187 TFUE, es decir, son consorcios público-privados 
cuya duración se fija a largo plazo para desarrollar proyectos a gran escala a nivel multinacional 
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desde los distintos Programas Marco de I+D (principal instrumento de la Comisión Eu-
ropea para el desarrollo de la ciencia y la tecnología) bajo la premisa de que el sector pú-
blico de I+D puede estimular el gasto de las empresas en investigación y desarrollo, pues 
no en vano, el artículo 180 TFUE establece que con el fin de alcanzar un óptimo nivel de 
desarrollo de I+D, la Unión, como acción propia y completando la acción de los Estados 
miembros, podrá emprender acciones de «ejecución de programas de investigación, de 
desarrollo tecnológico y de demostración, promoviendo la cooperación con las empresas, 
los centros de investigación y las universidades, y de estas entidades entre sí». 
En un esfuerzo por alinear las políticas españolas con los objetivos perseguidos por la 
Unión Europea en materia de I+D+i, definidos en el nuevo Programa Marco para la fi-
nanciación de las actividades de I+D+i Horizonte 2020, el Gobierno español ha aproba-
do la Estrategia Española de Ciencia y Tecnología y de Innovación, que estará vigente 
durante el período 2013-2020. 
Esta Estrategia trae causa de lo previsto en los artículos 6 y 7 de la Ley 14/2011, de 
11 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, de 1 de junio de 2011 (en ade-
lante, LCTI) y es el instrumento marco en el que quedan establecidos los objetivos gene-
rales a alcanzar durante el período 2013-2020 ligados al fomento y desarrollo de las ac-
tividades de I+D+i en España (3). Este documento, fija como objetivo general la instau-
ración de un liderazgo empresarial en I+D+i, contemplando como objetivo específico el 
fomento de la I+D+i colaborativa. 
Por su parte, a nivel nacional, y fruto de la Estrategia para una Economía Sostenible 
aprobada por el Consejo de Ministros en noviembre de 2009, se han aprobado diversas 
medidas legislativas de fomento de la colaboración público-privada, como por ejemplo la 
Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible (4) (en adelante, LES) la cual recoge 
en las Secciones I y II del Capítulo V del Título II, diversas medidas de impulso a la ac-
tividad investigadora y a la innovación, y muy especialmente a su vinculación con la ac-
europeo en áreas relevantes para la I+D a nivel industrial. Tienen su origen en las Plataformas 
Tecnológicas Europeas (ETP), pues son el instrumento idóneo para poner en práctica las Agendas 
Estratégicas de Investigación (SRA) de éstas. 
Ambos modelos tienen puntos en común, entre los que destacan establecer prioridades de I+D+i 
y el hecho de que el artículo 25 del Reglamento del Horizonte 2020 (Reglamento no 1291/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de diciembre, por el que se establece el Horizonte 2020, 
Programa Marco de Investigación e Innovación (2014-2020) y por el que se deroga la Decisión no 
1982/2006/CE, DOUE L 34 7/104, de 20 de diciembre de 2013) establece una serie de criterios co-
munes que se deben cumplir, pero su más destacada diferencia estriba en que la gestión de los fon-
dos públicos y sus convocatorias la lleva a cabo la Comisión, en el caso de las PPPs o, en el caso de 
las JTis, es llevado a cabo por las propias iniciativas, pues los JTis funcionan de manera autóno-
ma, convocando sus propias llamadas de proyectos y actividades de manera independiente a los de 
la Comisión Europea, aunque siempre bajo la supervisión de ésta, además, una parte de los fondos 
destinados a las JTis pueden ser repartidos de manera interna. 
(3) Aunque la LCTI se refiere a dos Estrategias como documentos independientes (la Estrate-
gia Española de Ciencia y Tecnología, por un lado, regulada en el artículo 6 y la Estrategia Espa-
ñola de Innovación, prevista en el artículo 7), el Ministerio de Economía y Competitividad, a tra-
vés de la Secretaría de Estado de Investigación, Desarrollo e Innovación, de acuerdo con el Conse-
jo General de Política Científica, Tecnológica y de Innovación, han acordado integrar conceptual y 
funcionalmente las dos Estrategias en una sola «con la finalidad de fijar un marco estratégico que 
identifique los ejes prioritarios sobre los que hay que actuar y señalar los objetivos generales sobre 
los que hay que actuar entendiendo las actividades de I+D+i como un proceso continuo, complejo y 
con múltiples interacciones entre los agentes» (Estrategia española de Ciencia y Tecnología y e In-
novación 2013-2020, Ministerio de Economía y Competitividad, págs. 4 y 5). 
(4) BOE de 5 de marzo de 2011. 
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tividad empresarial otorgando a las universidades un papel crucial en el avance de la 
sostenibilidad. 
En concreto, la Sección I del Capítulo V bajo la rúbrica «Transferencia de resultados 
en la actividad investigadora», se dedica a la transferencia de los resultados de la acti-
vidad investigadora, facilitando que los centros de investigación puedan transferir cono-
cimientos al sector privado y fomentando la cooperación de los agentes públicos y priva-
dos a través de la participación en empresas innovadoras de base tecnológica. 
La Sección III, denominada «Formación, Investigación y Transferencia de Resultados 
en el Sistema Universitario», favorece la investigación universitaria, estableciendo al 
mismo tiempo medidas que faciliten la transferencia de sus resultados al sector produc-
tivo. Fiscalmente, se incrementa la deducción en el Impuesto sobre Sociedades, del 8 al 
12 %, de las actividades de innovación tecnológica. 
En adición a estas previsiones, el artículo 34 de la Ley 14/2011, de 1 de junio de la 
Ciencia, la Tecnología y la Innovación (5) (en adelante, LCTI), los agentes públicos del 
Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, incluidos las Universidades Pú-
blicas, los Organismos Públicos de Investigación (OPis) de la Administración General 
del Estado, los organismos de investigación de otras Administraciones Públicas y los 
centros e instituciones del Sistema Nacional de Salud, podrán suscribir -entre sí o con 
agentes privados que realicen actividades de investigación científica y técnica, naciona-
les, supranacionales o extranjeros- convenios de colaboración sujetos al derecho admi-
nistrativo, cuyo objeto no podrá coincidir con el de ninguno de los contratos regulados en 
la legislación sobre contratos del sector público. 
En la actualidad la competencia estatal (6) de fomento y coordinación de la investiga-
ción científica y técnica es desarrollada, tal y como prescriben los artículos 42 y 43 LCTI, 
a través de dos instrumentos: el Plan Estatal de Investigación Científica y Técnica y el 
Plan Estatal de Innovación. En la actualidad está vigente el Plan Estatal de Investiga-
ción Científica, Técnica y de Innovación para el período 2013-2016, dentro del cual se in-
cardina el Programa Nacional de Cooperación público-privada, cuyo objetivo es favore-
cer la realización de grandes proyectos que incrementen la capacidad científico-tecnoló-
gica de las empresas y los grupos de investigación nacionales, así como movilizar la par-
ticipación de las PYMES en proyectos de gran envergadura. A tal fin se conceden sub-
venciones a fondo perdido y anticipos reembolsables para financiar la participación con-
junta de instituciones del sector público y del privado bajo la fórmula de proyectos en co-
operación (subproyectos) o de subcontratación. 
2. LA I+D+i COLABORATIVA EN LA UNIVERSIDAD ESPAÑOLA 
En la actualidad, la Universidad española desarrolla tres funciones esenciales. En 
primer lugar, la originaria función docente que se ha mantenido durante siglos; en se-
gundo lugar, la función investigadora y, finalmente, la función de transferencia que se 
implanta en las Universidades españolas a finales de la década de los ochenta. 
(5) BOE de 2 de junio de 2011. 
(6) En España, la política de ciencia, tecnología e innovación de la Administración General del 
Estado y la articulación de las actuaciones de fomento y la coordinación de la investigación cientí-
fica y técnica es una competencia atribuida al Estado en virtud de lo dispuesto en el artículo 
149.1.15 de la Constitución Española. 
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Con el término transferencia se alude a las actividades destinadas a trasladar el co-
nocimiento, las habilidades y la propiedad intelectual e industrial de las universidades 
a las empresas. Esta función, a la que también se le conoce como la tercera misión de la 
Universidad, tiene por objeto transferir el conocimiento y la experiencia acumulada por 
la Universidad tanto en los sectores de educación como de investigación (básica o apli-
cada) a la empresa y supone una nueva forma de entender la investigación y la innova-
ción y de promover su desarrollo y transmisión fuera del ámbito universitario. 
En un contexto en el que las Universidades juegan un papel clave en la generación de 
conocimiento, la colaboración público-privada en I+D+i facilita las sinergias derivadas 
de la conexión entre la I+D básica -propia de los centros públicos de investigación- y la 
I+D aplicada, desarrollada fundamentalmente en el sector empresarial. 
Esta tercera función, que está experimentando un importante auge en los últimos 
años, no es una idea nueva, pues ya en 1930 Ortega y Gasset revisó la función tradicio-
nal que había caracterizado a la Universidad hasta el siglo XIX como institución de en-
señanza superior y de iniciación a la ciencia y propuso que la Universidad debía dar un 
nuevo paso más allá de la misión de la enseñanza e investigación científica, creando una 
innovación comprometida con el entorno que la rodea, que impulse su desarrollo econó-
mico y su mejora social (7) apostillando en 1937 que la Universidad debe incluir entre 
sus funciones «el compromiso con la sociedad y con su tiempo, por lo que ha de depurar 
un tipo de talento para saber aplicar la ciencia y estar a la altura de los tiempos» (8). 
La tercera misión implica una nueva forma de llevar a cabo el proceso de I+D que 
ahora se torna de naturaleza cooperativa, en colaboración con otros agentes del sistema. 
Así pues, la Universidad no es el único agente implicado en la labor de transferencia, 
junto a ella se sitúa la empresa privada, que no es una institución creada para producir 
conocimiento como objetivo principal y que requiere de la Universidad como productora 
de nuevo conocimiento. En esta tesitura, la colaboración de la Universidad con el sector 
privado adquiere un carácter estable, formal y permanente. 
Esta función de transferencia del conocimiento entre la Universidad pública españo-
la y el sector privado se viene llevando a cabo principalmente a través de contratos y 
convenios, en concreto dos son las modalidades a través de las cuales se encauza esta co-
laboración: 
a) I+D por encargo o del artículo 83 LOU: Contratos y convenios que se suscriben 
con terceros a cambio de una contraprestación económica para realizar activida-
des de I+D, de asesoramiento técnico, de consultoría o de fmmación. 
b) I+D colaborativa: Investigación colaborativa en sentido estricto, desarrollada en-
tre la universidad y la empresa. Sus principales características es que con fre-
cuencia (aunque no de manera exclusiva) se financia con ayudas públicas y que 
propicia que la empresa privada explote el resultado de la investigación desarro-
llada en y por la Universidad. 
En este trabajo, nos centraremos en el estudio del régimen de la I+D colaborativa, 
aunque haremos algunas referencia a la primera modalidad. 
En este contexto resulta obvia la capital importancia de la actividad de la Universidad y 
el marco legal de la misma. En España, sin olvidar los distintos programas de apoyo a la 
transferencia desarrollados a nivel de las distintas administraciones públicas, principal-
(7) ORTEGA Y GASSET, J.: Misión de la Universidad, Revista de Occidente-El Arquero, Madrid, 1930. 
(8) ORTEGA Y GASSET, J.: La rebelión de las masas, Espasa Calpe, Madrid, 1937. 
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mente en el nivel estatal, y la inestimable labor de las Oficinas de Trasferencia de Tecnolo-
gía (OTRis) de las Universidades, el mayor respaldo a la transferencia de tecnología ha ve-
nido de la mano de la LES, la nueva LCTI y la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril, por la 
que se modifica la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades (9) (LOM-
LOU) que han creado un marco favorable para la transferencia, de hecho el apartado 3 del 
artículo 41 de la LOU (10) en su nueva redacción establece que «La transferencia del cono-
cimiento es una función de las universidades» y que «Las universidades fomentarán la co-
operación con el sector productivo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 83». 
3. LA FINANCIACIÓN PÚBLICA A LA I+D+i COLABORATIVA COMO 
POSIBLE AYUDA DE ESTADO 
3.1. Introducción 
El apartado 1 del artículo 179 TFUE considera el fomento de la investigación, el 
desarrollo y la innovación un objetivo de interés. Consecuentemente la Comisión fijó las 
prioridades de la UE en materia de I+D en su Comunicación Iniciativa emblemática de 
Europa 2020 Unión por la innovación, con una dotación presupuestaria total de 80 bi-
llones de euros desde 2014 hasta 2020 a la consecución de tales prioridades. Esta ayuda 
financiera se articula a través del instrumento financiero denominado «Horizonte 
2020», Programa Marco de Investigación e Innovación (11), (el cual viene a sustituir a 
partir del1 de enero de 2014 al VII Programa Marco de Investigación) el cual será eje-
cutado a través de un único programa específico. 
Paralelamente a la acción comunitaria articulada a través del Horizonte 2020, las 
políticas públicas nacionales están llamadas a contribuir decisivamente al fomento 
de la I+D+i dentro de las condiciones fijadas por la Comunicación Europa 2020, de 
hecho, este documento hace una referencia explícita al papel de las ayudas estatales 
al afirmar que «La política de ayudas estatales también puede contribuir activa y po-
sitivamente a los objetivos de Europa 2020 impulsando y apoyando iniciativas para 
unas tecnologías más innovadoras, eficaces y verdes, pero al mismo tiempo facilitan-
do el acceso a las inversiones al apoyo público, al capital riesgo y a la financiación pa-
ra investigación y desarrollo». 
Como afirma la Comisión Europea (12), la I+D+i consiste en una serie de actividades, 
realizadas generalmente en una fase económica anterior a los mercados de producto, 
que aprovechan las capacidades disponibles para desarrollar productos, servicios y pro-
cesos nuevos o mejorados en dichos mercados de producto o en otros completamente 
nuevos, lo que estimula el crecimiento de la economía, contribuyendo a la cohesión te-
rritorial y social o promoviendo el interés general del consumidor. Sin embargo, y dadas 
las capacidades de I+D+i disponibles, las deficiencias del mercado (13) pueden ser un 
obstáculo para alcanzar el grado óptimo de I+D+i. 
(9) BOE de 13 de abril de 2007. 
(10) Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades. 
(11) COM (2011) 808 final. 
(12) Apartado 49 de la Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estata-
les de investigación y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
(13) Estas deficiencias del mercado se deben a diferentes motivos. En primer lugar, porque los 
agentes en el mercado no suelen tener en cuenta las externalidades (positivas) que afectan a otros 
agentes de la economía y, por tanto, desarrollan un nivel de actividades de I+D+i demasiado bajo 
desde el punto de vista de la sociedad. En segundo lugar, los proyectos de I+D+i pueden padecer 
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Si bien las ayudas estatales pueden ser necesarias para incrementar la I+D+i en la 
Unión en una situación en la que el mercado no logre por sí solo alcanzar resultados efi-
cientes, en determinadas circunstancias, la ayuda puede entrar en la categoría de ayu-
da de Estado y resultarle de aplicación lo previsto en los artículos 107 y 108 TFUE. 
El mayor problema que plantean las ayudas estatales de I+D+i a las empresas, en 
opinión de la Comisión (14), es que falsean y pueden incluso reducir los incentivos diná-
micos a la inversión por empresas competidoras, pues cuando una empresa percibe ayu-
das, por lo general, ello afianza su posición en el mercado y reduce el rendimiento de las 
inversiones que efectúan las demás empresas. Además, cuando esta reducción alcanza 
cierto grado, los competidores pueden incluso recortar sus actividades de I+D+i. Por 
otro lado, si las ayudas permiten reducir las restricciones presupuestarias del beneficia-
rio, pueden también disminuir sus incentivos a la innovación. Por último, las ayudas 
pueden favorecer a empresas ineficientes o ayudar al beneficiario a refinar sus prácticas 
de exclusión o aumentar su poder de mercado. 
Sin embargo, las ayudas estatales a la I+D+i pueden autorizarse como excepción a la 
prohibición general de las ayudas estatales cuando sea necesario para alcanzar un objetivo 
de interés común. Un elemento importante a este respecto es si las ayudas de I+D+i pue-
den considerarse y en qué medida el instrumento adecuado para intensificar las activida-
des de I+D+i, toda vez que la ayuda estatal no es el único instrumento de que disponen los 
Estados miembros para fomentar las actividades de I+D+i (otras medidas podrían ser me-
didas relativas a la demanda, contratación pública, medidas de índole fiscal de carácter ge-
neral, entre otras) y pueden existir otros instrumentos menos falseadores que permitan al-
canzar los mismos resultados, por ejemplo, ante la carencia de personal cualificado de 
I+D+i, puede ser mejor invertir más en educación que conceder ayudas estatales (15). 
Además, una vez que un Estado miembro ha decidido conceder una ayuda a la I + D+i, 
debe tenerse presente que esta puede revestir diversas formas (subvenciones directas, 
exenciones o reducciones fiscales, suministro de terrenos, productos o servicios a precios 
favorables, anticipos reembolsables, adquisición de participaciones, ... ) por lo que el Es-
tado miembro en cuestión debe justificar la opción elegida frente a otras no elegidas, pe-
ro menos falseadoras (16). 
Por este motivo, los Estados miembros deben notificar a la Comisión las ayudas de 
I+D+i de conformidad con el artículo 108, apartado 3 del TFUE, con excepción de las 
medidas que cumplan las condiciones establecidas en los Reglamentos de exención por 
categorías adoptados por la Comisión con arreglo al artículo 1 del Reglamento del Con-
sejo (CE) no 994/98 (17). 
un acceso insuficiente a la financiación (debido a la información asimétrica) o problemas de coor-
dinación entre empresas. Apartado 4 de la Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario so-
bre ayudas estatales de investigación y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, 
C(2014) 3282. 
(14) Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estatales de investiga-
ción y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
(15) Apartados 56 y 57 de la Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas 
estatales de investigación y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
(16) Apartado 60 de la Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estata-
les de investigación y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
(17) Reglamento (CE) no 994/98 del Consejo, de 7 de mayo de 1998, sobre la aplicación de losar-
tículos 92 y 93 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea a determinadas categorías de 
ayudas de Estado horizontales modificado por el Reglamento (UE) no 733/2013 del Consejo, de 22 
de julio de 2013, DO L 204 de 31 de julio de 2013, pág. 15. 
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No obstante, estas ayudas pueden ser declaradas compatibles con el mercado interior 
(principalmente en virtud de lo dispuesto en las letras b) y e) del apartado 3 del artículo 
107 TFUE) cuando traten de subsanar una deficiencia de I+D+i del mercado y sean ne-
cesarias para incrementar el nivel de I+D+i, siempre que el falseamiento de la compe-
tencia y el efecto sobre el comercio consiguientes no resulten contrarios al interés co-
mún, que en este caso se identifica con el fomento de la investigación, el desarrollo y la 
innovación. En consecuencia, las ayudas estatales de I+D+i serán compatibles cuando 
quepa esperar que contribuirán a una mayor I+D+i y el falseamiento de la competencia 
no se considere contrario al interés común, lo cual, para la Comisión, equivale a eficien-
cia económica, lo que puede traducirse en la exigencia de que las ayudas concedidas de-
ben permitir que las actividades de I+D+i aumenten en volumen, ámbito, cuantías in-
vertidas o rapidez, determinando este efecto incentivador mediante un análisis contra 
fáctico, en el que se comparan los niveles de actividad que se alcanzarían con y sin ayu-
das (18). 
Es oportuno aclarar que la financiación de la Unión gestionada centralmente por las 
instituciones, agencias, empresas comunes o por cualquier otro organismo de la Unión 
que no esté directa o indirectamente bajo el control de los Estados miembros, como por 
ejemplo, la financiación facilitada en virtud de Horizonte 2020 o del Programa para la 
Competitividad de las Empresas y para las Pequeñas y Medianas Empresas de la UE 
(COSME), no constituye ayuda de Estado. Cuando tal financiación de la Unión se com-
bine con ayuda estatal, solo esta última se tendrá en cuenta a la hora de determinar el 
respeto de los umbrales de notificación y las intensidades máximas de ayuda o estará 
sujeta a una evaluación de compatibilidad (19). 
En la actualidad la Comisión ha fijado los criterios que aplica a la hora de evaluar la 
compatibilidad con el mercado interior de los regímenes de ayudas y las ayudas indivi-
duales de I+D+i que están sujetos a la obligación de notificación y deben evaluarse sobre 
la base del artículo 107, apartado 3, letra e) del Tratado (20) en su Comunicación «Mar-
co Comunitario sobre ayudas estatales de investigación y desarrollo e innovación» (21) 
(en adelante, Marco Comunitario). 
Este Marco Comunitario, al ser un instrumento de soft law, viene a ser un buen ins-
trumento en este ámbito, no obstante, sería deseable una revisión más frecuente de es-
tas normas para conseguir una mayor actualización de las mismas debido a que las fór-
mulas de colaboración en el ámbito de la I+D+i están sometidas a un continuo proceso 
de cambio, por lo que las reglas que en materia de ayudas de Estado contiene este Mar-
co deben ser, no sólo claras, para facilitar su correcta aplicación, sino también, y sobre 
todo, flexibles para adaptarse a esta cambiante realidad. 
Cuando una ayuda le sea notificada a la Comisión, ésta evaluará (22) las notificacio-
nes de acuerdo con la «Prueba de sopesamiento» prevista en este Marco comunitario. 
(18) Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estatales de investiga-
ción y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
(19) Apartado 9 de la Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estata-
les de investigación y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282 
(20) Los criterios para el análisis de la compatibilidad con el mercado interior de las ayudas es-
tatales para fomentar la realización de proyectos importantes de interés común europeo, incluidas 
las ayudas de I+D+i evaluadas sobre la base del artículo 107, apartado 3, letra b) del Tratado, se 
establecen en una Comunicación separada de la Comisión. 
(21) Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
(22) Al evaluar la ayuda de I+D+i en favor de un beneficiario sujeto a una orden de recupera-
ción pendiente tras una decisión previa de la Comisión que haya declarado una ayuda ilegal 
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Para evaluar si una medida de ayuda puede considerarse compatible con el mercado in-
terior, la Comisión analiza si el diseño de la medida de ayuda garantiza que la inciden-
cia positiva de la ayuda en pos de un objetivo de interés común supera sus potenciales 
efectos negativos para el comercio y la competencia. 
A estos efectos, la Comisión considerará que una medida de ayuda notificada es com-
patible con el Tratado solo si satisface cada uno de los siguientes criterios que enuncia-
mos a continuación y cuya explicación pormenoriza el Marco Comunitario: 
a) Contribución a un objetivo bien definido de interés común: una medida de ayuda 
estatal debe buscar un objetivo de interés común de conformidad con el artículo 
107, apartado 3, del Tratado. 
b) Necesidad de la intervención estatal: una medida de ayuda estatal debe ir desti-
nada a una situación en la que la ayuda produzca una mejora importante que el 
mercado no pueda conseguir por sí solo, por ejemplo, solucionar una deficiencia 
del mercado o dar respuesta a un problema de equidad o de cohesión. 
e) Idoneidad de la medida de ayuda: la medida de ayuda propuesta debe ser un ins-
trumento político adecuado para dar respuesta al objetivo de interés común. 
d) Efecto incentivador: la ayuda debe cambiar el comportamiento de la empresa o 
empresas en cuestión de tal manera que estas emprendan una actividad comple-
mentaria que no realizarían sin la ayuda, o que realizarían de una manera limi-
tada, o diferente, o en otro lugar. 
e) Proporcionalidad de la ayuda (ayuda circunscrita al mínimo necesario): el impor-
te y la intensidad de la ayuda deben limitarse al mínimo necesario para inducir la 
inversión adicional o actividad de la empresa o empresas en cuestión. 
f) Evitar efectos negativos indebidos sobre la competencia y el comercio entre Esta-
dos miembros: los efectos negativos de la ayuda deben ser suficientemente limita-
dos, de manera que el balance general de la medida sea positivo. 
g) Transparencia de la ayuda: los Estados miembros, la Comisión, los operadores 
económicos y el público deben tener fácil acceso a todos los actos. 
El resultado de la evaluación llevada a cabo por la Comisión puede consistir en una 
autorización, en una declaración de incompatibilidad o en una declaración de compati-
bilidad con sometimiento a determinadas condiciones fijadas por la Comisión. 
Además, debe tenerse presente que desde el 29 de agosto de 2008, un amplio número 
de categorías de I+D+i han quedado exentas de la obligación de notificación previa 
cuando cumplen las condiciones establecidas en el Reglamento general de exención por 
categorías (23). Este instrumento normativo establece unos importes máximos de ayuda 
e incompatible con el mercado interior, la Comisión tendrá en cuenta el importe de la ayuda toda-
vía pendiente de recuperar, apartado 11 de la Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario 
sobre ayudas estatales de investigación y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, 
C(2014) 3282. 
(23) Inicialmente era el Reglamento 800/2008, de la Comisión de 6 de agosto de 2008 por el que 
se declaran determinadas categorías de ayuda compatibles con el mercado común en aplicación de 
los artículos 87 y 88 del Tratado el que contenía esta regulación. Tras la expiración de su plazo de 
aplicación, estas cuestiones son reguladas desde el 1 de julio de 2014 por el Reglamento (UE) 
651/2014 por el que se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con el mercado in-
tel'Íor en aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado, DOUE 26 de junio de 2014, L187, págs. 
1 a 78. 
-183-
ESTUDIOS Y NOTAS 1 CRÓNICA TRIBUTARIA 156-2015 
(umbrales) (24) en relación con determinadas categorías de ayudas, por debajo de los 
cuales, los Estados miembros quedan exentos de la obligación de notificación prevista 
en el apartado 3 del artículo 108 TFUE. 
3.2. Las Universidades y los Organismos Públicos de Investigación como 
integrantes del concepto de empresa a efectos del artículo 107 TFUE 
Como es sabido, de la dicción del artículo 107.1 TFUE se pueden extraer los requisi-
tos que, en caso de cumplirse, determinarán la prohibición de la ayuda de Estado, los 
cuales son: 
Que los recursos que constituyen la ayuda en liza tengan un origen estatal. 
Esta ayuda debe beneficiar a determinadas empresas únicamente, es decir, es re-
quisito indispensable que se pueda predicar la selectividad de dicha medida. 
E~igencia de que la empresa en cuestión obtenga una ventaja o beneficio econó-
mico. 
Se exige que dicha ayuda falsee o amenace falsear la competencia y que repercu-
ta en los intercambios comerciales entre los Estados miembros, esto es, se exige la 
incompatibilidad de esta ayuda con el mercado común. 
Como ha reconocido el TJUE en numerosas ocasiones la calificación de una ayuda co-
mo ayuda de Estado requiere el cumplimiento de todos los requisitos del artículo 107.1 
TFUE. Dichos requisitos son, a su vez, imprecisos, por lo que la labor interpretativa de 
los órganos comunitarios y, en especial, la del TJUE va a ser imprescindible para el co-
rrecto análisis de esta figura. 
Como acabamos de comentar, el artículo 107 TFUE exige que la medida en cuestión 
beneficie a determinadas empresas o producciones únicamente; de la redacción de este 
requisito, se derivan dos implicaciones distintas: 
Por un lado, que el beneficiario de la ayuda debe ser una categoría de sujetos en 
concreto, es decir una empresa. 
Y, por otro lado, que la medida debe tener carácter selectivo. 
En consecuencia, debe unirse al concepto de beneficiario, el de empresa. Según reite-
rada jurisprudencia del TJUE en el ámbito de las ayudas de Estado por «empresa» debe 
entenderse «cualquier entidad que ejerza una actividad económica, con independencia 
del estatuto jurídico y de su modo de financiación». A su vez, el propio Tribunal define la 
realización de una «actividad económica» como «cualquier actividad consistente en ofre-
cer bienes o servicios en un determinado mercado». 
Por tanto se exige, para apreciar la existencia de una ayuda de Estado que el benefi-
ciario sea una empresa y ello con independencia del estatuto jurídico de dicha entidad y 
de su modo de financiación. Es decir, es irrelevante a efectos de determinar la existencia 
de una ayuda de Estado: 
a) el tipo de empresa y el estatuto de su titular, 
(24) Los importes máximos de ayuda se expresan en términos de intensidades de ayuda en re-
lación con un conjunto de costes subvencionables (apartado 22 de la Exposición de motivos del Re-
glamento (UE) 651/2014 por el que se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles 
con el mercado interior en aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado). 
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b) la personalidad jurídica pública o privada del empresario, 
e) la existencia o no de ánimo de lucro en la realización de la actividad y 
d) la concreta actividad económica de la empresa. 
de Estado>> 
En primer lugar, en lo que respecta al tipo de empresa y el estatuto de su titular, re-
sulta indiferente el tamaño de la misma, como afirma el TJCE en Sentencia de 15 de ju-
nio de 2006, Air Liquid Industries Belgium, al afirmar que «el tamaño relativamente 
modesto de la empresa beneficiaria no excluye a priori la posibilidad de que se vean 
afectados los intercambios entre Estados miembros». 
En segundo lugar, en lo relacionado con la personalidad jurídica pública o privada del 
empresario, el Tribunal ha entendido que es irrelevante si el sujeto beneficiario de la 
empresa en un sujeto público o privado. 
En tercer lugar, en lo que se refiere a la existencia o no de ánimo de lucro en la reali-
zación de la actividad, el Tribunal de Justicia ya ha declarado que los establecimientos 
sin ánimo de lucro no quedan excluidos, en principio, de la calificación como empresa en 
el sentido del artículo 107 TFUE. 
En último lugar, y en lo tocante a la concreta actividad económica de la empresa, cabe 
destacar la opinión del Tribunal de Justicia a este respecto, el cual ha declarado que el he-
cho de que se confíen a una entidad determinadas misiones de interés general no puede im-
pedir que las actividades de que se trata se consideren actividades económicas cuando di-
chas misiones no obedecen al principio de solidaridad según lo ha definido el TJUE. 
Cuando una Universidad u OPI reciben financiación pública para desarrollar tareas 
de I+D+i, cabe plantearse si tienen la condición de «empresa» a los efectos de considerar 
la financiación pública recibida para la realización de actividades de I+D+i constitutiva 
de una ayuda de Estado. La Comisión considera que el Organismo de Investigación sólo 
podrá considerarse «empresa» a efectos del régimen de ayudas de Estado si realiza una 
actividad económica, esto es, si su actividad consiste en la oferta de bienes y/o servicios 
en un determinado mercado, resultando indiferente la condición jurídica del Organismo 
de Investigación (si se ha constituido conforme al Derecho público o privado) o a su na-
turaleza económica (con o sin ánimo de lucro). 
En atención a la realización o no de actividades económicas por parte del organismo 
de investigación, la Comisión distingue tres distintos supuestos (25): 
a) El organismo de investigación NO desarrolla actividades económicas. 
La Comisión considera que ciertas actividades suelen ser de naturaleza no económi-
ca, mencionando dos casos. En primer lugar, las actividades primarias de los organis-
mos de investigación e infraestructuras de investigación, en particular: 
La educación para lograr más y mejor personal cualificado. 
La educación pública organizada dentro del sistema nacional de educación finan-
ciada predominantemente o enteramente por el Estado y supervisada por este. 
I+D independiente para mejorar los conocimientos y la comprensión cuando el or-
ganismo de investigación o la infraestructura de investigación emprenda una co-
laboración efectiva (26). 
(25) Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estatales de investiga-
ción y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
(26) La prestación de servicios de I+D y la I+D realizada por cuenta de empresas no se consi-
dera I+D independiente. 
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En segundo lugar, la Comisión (27) considera que las actividades de transferencia 
tecnológica como la .~oncesión de li~e~cias, la creación de empr~sas de1~ivada~ (28) y 
otras formas de gestwn de los conocimientos creados por el orgamsmo de mvestigación 
no son de carácter económico cuando tales actividades tienen carácter interno, y todo~ 
los ingresos generados por ellas vuelven a invertirse en actividades primarias de los or-
ganismos de investigación o la infraestructura de investigación. 
Por carácter interno, la Comisión entiende una situación en la que la gestión del co-
nocimiento del organismo u organismos de investigación es llevada a cabo por un depar-
tamento o una filial del organismo de investigación o de forma conjunta con otros orga-
nismos de investigación. El hecho de contratar con terceros la prestación de determina-
dos servicios mediante licitación pública no es óbice para el carácter interno de tales ac-
tividades (29). 
En el caso de todos los demás tipos de transferencia tecnológica a los que se concedan 
ayudas estatales, la Comisión no se considera capaz, de conformidad con los conoci-
mientos actuales, de pronunciarse de forma general sobre la naturaleza de ayuda esta-
tal de tales actividades, por lo que requiere a los Estados miembros que evalúen el ca-
rácter de estas medidas y procedan a su notificación individual. 
b) El organismo de investigación SÍ desarrolla actividades económicas. 
La Comisión considera que el Organismo investigador desarrolla actividades econó-
micas si realiza actividades de alquiler de infraestructuras de investigación, prestación 
de servicios a empresas o investigaciones realizadas bajo contrato con la industria. La 
financiación pública recibida para tales actividades será considerada, como regla gene-
ral, ayuda de Estado. 
No obstante, a pesar de desarrollar actividades económicas, los organismos de inves-
tigación no tendrán la consideración de beneficiario de la ayuda y, por tanto, no se les 
aplicará la normativa sobre ayudas de Estado si actúan como meros intermediarios re-
percutiendo a los beneficiarios finales la totalidad de la financiación pública y no obtie-
ne ventajas de dicha financiación. La Comisión considera que, generalmente, esto suce-
de cuando (30): 
Tanto la financiación pública como la ventaja obtenida de dicha financiación son 
cuantificables y demostrables y existe un mecanismo adecuado que garantice que 
se repercuten plenamente a los receptores finales, por ejemplo, mediante una re-
ducción de precios. 
No se han concedido otras ventajas al intermediario puesto que este es seleccio-
nado mediante un procedimiento de licitación abierto o bien la financiación públi-
ca está a disposición de todas las entidades que satisfacen las condiciones objeti-
vas necesarias, de manera que los clientes, como receptores finales, tienen dere-
cho a adquirir servicios equivalentes a cualquier intermediario relevante. 
(27) Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estatales de investiga-
ción y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
(28) En el último apartado de este trabajo realizamos un profundo análisis sobre la aplicación 
de la normativa sobre ayudas de Estado a los casos de creación de una Spin-off por parte de una 
Universidad al objeto de explotar los derechos de propiedad intelectual. 
(29) Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estatales de investiga-
ción y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
(30) Apartado 22 de la Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estata-
les de investigación y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
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En estos casos las normas sobre ayudas de Estado serán aplicables a los receptores fi-
nales. 
e) El organismo de investigación desarrolla tanto actividades económicas como no 
económicas. 
Para aquellos supuestos en los que el Organismo Investigador, beneficiario de una 
ayuda, desempeñe actividades tanto de carácter económico como no económico, se prevé 
que no se considerará ayuda de Estado la financiación pública de las actividades no eco-
nómicas siempre que se pueda distinguir con claridad entre ambos tipos de actividades 
y entre sus respectivos costes y financiación y ello con el fin de evitar que la actividad 
económica se vea indirectamente subvencionada. La prueba de la adecuada distribución 
de costes, financiación e ingresos puede consistir en los estados financieros anuales de 
la entidad relevante. 
Cuando un organismo de investigación o una infraestructura desarrolle tanto activida-
des económicas como no económicas, la financiación pública sólo estará sujeta a las normas 
sobre ayudas estatales en la medida en que cubra costes relacionados con actividades eco-
nómicas (cross-subsidiation). La Comisión considerará que ese es el caso cuando la finan-
ciación pública asignada a la entidad de que se trate durante un periodo contable específi-
co supere los costes de las actividades no económicas incurridos en dicho periodo. 
No obstante, cuando el organismo de investigación o la infraestructura de investiga-
ción se utilice casi exclusivamente para una actividad no económica (31), podrán quedar 
excluidas en su totalidad del ámbito de aplicación de las normas sobre ayudas de Esta-
do, siempre que su uso económico sea puramente accesorio, es decir, corresponda a una 
actividad que esté relacionada directamente con su funcionamiento o sea necesaria pa-
ra el funcionamiento del organismo de investigación o la infraestructura de investiga-
ción o esté estrechamente vinculado a su principal uso no económico, y tenga un alcan-
ce limitado. 
La Comisión considerará que ese es el caso cuando las actividades económicas consu-
men exactamente los mismos recursos (como material, equipamiento, mano de obra y 
capital fijo) que las actividades no económicas y la capacidad asignada cada año a dichas 
actividades económicas no supere el 20 por cien de la capacidad anual total de la enti-
dad de que se trate. 
Esta limitación del 20 por cien constituye un arma de doble filo, pues si bien clarifica 
el límite de actividades económicas que puede desarrollar el Organismo de Investiga-
ción sin que le sea de aplicación la normativa sobre ayudas de Estado, supone, al mismo 
tiempo una limitación sustancial de sus fuentes de financiación. Lo que puede llevar, en 
determinadas circunstancias en las que esta limitación o pérdida de ingresos no se ve 
compensada con la obtención de financiación pública suficiente para el desarrollo de las 
tareas de I+D+i, en una reducción de las actividades investigadoras. 
3.3. Las Universidades y OPis como cauce para la concesión indirecta 
de ayudas de Estado a la empresa privada 
Cabe señalar que los Organismos de Investigación no solo pueden tener la considera-
ción de beneficiarios de una ayuda, al recibir financiación pública para desarrollar acti-
(31) Apartado 20, Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estatales de 
investigación y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
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vidades de I+D+i, sino que también pueden ser un cauce para conceder de manera indi-
recta financiación pública a las empresas con las que colaboran. 
Cada vez con mayor frecuencia, las Administraciones públicas convocan programas 
de I+D colaborativa con el fin de promover la cooperación entre las universidades y la 
empresa privada. En estos casos, tanto la Universidad pública, como la empresa priva-
da se beneficiarán de los fondos públicos. Esta ayuda pública que recibe, de manera in-
directa la empresa privada, puede llegar a constituir una ayuda de Estado, en el senti-
do del artículo 107 TFUE. 
Nos encontramos ante un supuesto diferente al analizado en el apartado anterior, en 
el que la recepción de fondos por las propias Universidades públicas o centros públicos 
de investigación podía constituir un supuesto de ayuda de Estado ilegal, si estos llega-
ban a tener la consideración de «empresa» a los efectos del artículo 107 TFUE, pues en 
el presente supuesto, el punto de mira se centra no en la calificación de la Universidad 
pública o centro público de investigación como empresa, sino en el hecho de si la Uni-
versidad o centro público de investigación actúa como cauce conductor de ayudas públi-
cas al sector privado, beneficiándose así, de manera indirecta, el sector privado de ayu-
das públicas, puesto que inicialmente estas ayudas no fueron concedidas a la empresa 
privada directamente, sino a un organismo público. 
En este contexto, y a los efectos de determinar la consideración de la ayuda pública 
recibida por la empresa privada, como ayuda de Estado, la Comisión (32) se plantea la 
relación que puede existir entre el Organismo Investigador público y las empresas pri-
vadas distinguiendo dos supuestos: de un lado, el supuesto de investigación bajo contra-
to o servicio de investigación y, por otro lado, los casos de colaboración entre empresas y 
organismos de investigación. En ambos casos la Comisión se preocupa de que la ayuda 
pública concedida al Organismo de Investigación pueda suponer una ayuda indirecta a 
la empresa privada. 
El primero de los supuestos, el de investigación bajo contrato o servicio de investiga-
ción, se caracteriza porque, en estos casos, el Organismo de Investigación realiza un 
proyecto por cuenta de una empresa existiendo entre ambos una relación de mandante 
(la empresa) y mandatario (el Organismo público de Investigación), en virtud de la cual, 
el mandante fija las condiciones del servicio y el mandatario recibe la correspondiente 
remuneración previamente pactada. Como regla general, el mandante será propietario 
de los resultados del proyecto y corre con los riesgos de fracaso. 
En estos supuestos de investigación bajo contrato o de servicio de investigación, el 
Organismo de Investigación puede ser receptor de fondos estatales que pueden ser con-
siderados ayudas de Estado si llegaran a transmitirse a la empresa. A estos efectos, la 
Comisión considera que no existiría transmisión de ayudas estatales del organismo a la 
empresa si el organismo de investigación presta su servicio a precios de mercado, o 
cuando no existe precio de mercado, si el organismo de investigación presta su servicio a 
un precio que refleja íntegramente sus costes, más un margen razonable. 
Por otro lado, estaremos ante un supuesto de colaboración entre empresas y un Or-
ganismo de Investigación cuando, al menos, dos entidades asociadas participen en la 
concepción del proyecto, contribuyan a su aplicación y compartan sus riesgos y resulta-
dos. En el caso de proyectos de colaboración realizados conjuntamente por empresas pri-
vadas y por organismos de investigación, la Comisión considera que no se conceden ayu-
(32) Comunicación de la Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estatales de investiga-
ción y desarrollo e innovación», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282. 
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estatales indirectas al socio industrial (empresa privada) a través del organismo de 
cuando se cumpla alguna de las tres siguientes condiciones: 
Las empresas privadas participantes corren con los costes íntegros del proyecto. 
Puede darse amplia difusión a los resultados, los cuales no pueden generar dere-
chos de propiedad industrial, mientras que todo derecho de propiedad intelectual 
sobre los resultados de la I+D+i generados por la actividad realizada por el orga-
nismo de investigación se cede a ese organismo, esto es, el organismo de investi-
gación disfruta de todo el beneficio económico del derecho conservando su plena 
disposición, especialmente el derecho de propiedad y el derecho de licencia. Esta 
condición se puede también cumplir cuando el organismo investigador decide ce-
lebrar contratos adicionales relativos a tales derechos, incluida la concesión de li-
cencias a un solo colaborador. 
El organismo de investigación recibe de las empresas participantes una compen-
sación equivalente al precio de mercado (33) de los derechos de propiedad indus-
trial generados por la actividad que dicho organismo realiza dentro del proyecto y 
transferidos a las empresas participantes, deduciendo de dicha compensación 
cualquier contribución de las empresas participantes a los costes del organismo 
de investigación. 
No obstante, en cualquier caso, el Estado miembro mantiene la obligación de notifi-
cación previa a la Comisión de la concesión de esta ayuda y someter al criterio de la Co-
misión la existencia o no de ayuda estatal en el caso concreto. La Comisión considera 
que puede no existir ayuda estatal cuando la evaluación del acuerdo contractual cele-
brado entre los socios permita concluir que todo derecho de propiedad intelectual sobre 
los resultados de la I+D+i, así como los derechos de acceso a los mismos, se atribuyen a 
los distintos socios de la colaboración de forma adecuada y en función de sus respectivos 
intereses, tareas y contribuciones financieras o de otro tipo al proyecto. 
4. LAS SPIN-OFF UNIVERSITARIAS Y LA NORMATIVA SOBRE AYUDAS 
DE ESTADO 
La colaboración en el ámbito de la l+D+i entre la Universidad y la empresa no siem-
pre es fácil, ya que se trata de acercar dos entornos muy dispares, uno de estos inconve-
nientes viene constituido por la comercialización de las patentes surgidas de la investi-
gación pública. Para salvar este obstáculo la creación de empresas de base tecnológica o 
de spin-off por las Universidades se convierte en una exitosa modalidad de transferen-
cia del conocimiento, puesto que constituye una forma específica de comercialización de 
la propiedad intelectual e industrial generada por las Universidades públicas, es decir, 
de trasladar al mercado el resultado de investigaciones realizadas en el ámbito público. 
(33) Cuando la Comisión habla de «compensación equivalente al precio de mercado de los de-
rechos de propiedad industrial» se refiere a la compensación por todo el beneficio económico de 
tales derechos. De conformidad con los principios generales de las ayudas estatales y debido a la 
dificultad inherente de establecer objetivamente el precio de mercado de los derechos de propie-
dad intelectual, la Comisión considerará que tal condición se cumple si el organismo de investi-
gación negocia como vendedor con objeto de obtener el máximo beneficio cuando se celebre el 
contrato, para un mayor análisis de este concepto véase el apartado 29 de la Comunicación de la 
Comisión «Marco Comunitario sobre ayudas estatales de investigación y desarrollo e innova-
ción», Bruselas 21 de mayo de 2014, C(2014) 3282, que será pormenorizado en el apartado si-
guiente de este trabajo. 
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Por este motivo es posible observar una tendencia al alza en la creación de spin-off Pot 
parte de las Universidades españolas. 
Si bien la Comisión, en su Marco Comunitario, incluye dentro de las actividades de 
transferencia de tecnología que, en principio, no constituyen una actividad económica 
entre otras, la actividad de concesión de licencias mediante la creación de empresas de: 
rivadas creadas por los centros públicos de investigación, esta actividad puede consti-
tuir, bajo determinadas circunstancias, un supuesto de ayuda de Estado, por ello consi-
deramos oportuno realizar un análisis de la aplicación de la normativa sobre ayudas de 
Estado y del Marco Comunitario de la Comisión a estos supuestos. 
Antes de iniciar el análisis de esta cuestión, debemos recordar (34) que no procedetá 
cuestionarnos la aplicación de la normativa sobre ayudas de Estado en los casos de cre-
ación de una spin-offuniversitaria, cuando la actividad de esta tenga únicamente carác-
ter interno y todos los ingresos generados por ellas vuelvan a invertirse en actividades 
primarias de los organismos de investigación o la infraestructura, pues en estos casos 
la Comisión considera que el organismo de investigación, en este caso, la Universidad' 
no desarrolla actividades económicas. ' 
Dos son los supuestos en los que el recurso a una spin-off podría constituir ayuda de 
Estado y que merecen un estudio separado: 
a) En el caso en que la spin-off es la beneficiada directa. 
b) En el supuesto en el que la spin-off actúa de cauce de la ayuda y la beneficiada es 
la empresa privada. 
En primer lugar, debemos considerar en qué circunstancias una spin-off puede ser la 
beneficiada directa en un caso de ayuda de Estado. Se trata de un complejo análisis, 
siendo tres las cuestiones claves para esta calificación. 
Por un lado, la creación de la spin-off por parte de la Universidad debe ser examinada 
a la luz del criterio del inversor privado, en el sentido de que la creación de este instru-
mento de explotación del derecho de propiedad intelectual o industrial supone para la 
Universidad una inversión que, para evitar ser considerada ayuda de Estado, debería ser 
igualmente aceptable para una empresa privada en condiciones normales de mercado. Es 
decir, si no es previsible obtener un margen de beneficio aceptable, un hipotético inversor 
privado no hubiera llevado a cabo la inversión que supone la creación de la spin-off. 
En la aplicación del criterio del inversor privado son válidos y aceptados tanto plan-
teamientos a corto plazo como a largo plazo, siendo irrelevante a estos efectos la obten-
ción de beneficios a corto o largo plazo, puesto que un inversor privado puede llevar a ca-
bo una inversión en el marco de una política empresarial de obtención de beneficios a 
largo plazo. Incluso la Comisión acepta que la Universidad lleve a cabo una inversión de 
riesgo, si así lo hubiera hecho un inversor privado, puesto que el sector de la innovación 
es un sector con un marcado carácter de incertidumbre sobre el éxito del producto inno-
vador y, por tanto, sobre la rentabilidad de la inversión. 
No obstante, si bien la Comisión ofrece un punto de vista flexible sobre estas cuestio-
nes, es, por el contrario, inflexible respecto de la obligatoria correlación que debe existir 
entre el capital (en metálico o in natura) aportado por la Universidad y el valor de las 
acciones que le entregan a cambio, en caso contrario, la Comisión podría apreciar la 
existencia de un caso de ayuda de Estado. 
(34) Esta cuestión ya fue tratada al comentar los supuestos en los que el organismo de investi-
gación no desarrolla actividades económicas. 
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Por otro lado, debe tenerse presente el riesgo de que se produzca el fenómeno que la 
Comisión denomina cross subsidization (lo que puede constituir un supuesto de ayuda 
de Estado) entre la actividad de interés general de la Universidad y la actividad econó-
mica (explotación comercial de la patente y la consecuente obtención de beneficios) y ello 
porque la Universidad, en la realización de la actividad económica de explotación de la 
patente se sirve de recursos y financiación públicos (consagrados al desarrollo de su fun-
ción de interés social), generándose, de este modo, una suerte de economía de escala en-
tre la Universidad y la spin-off. 
El problema de fondo estriba en que los costes derivados del desarrollo de la actividad 
económica sean sufragados con recursos públicos destinados a la actividad de interés ge-
neral, lo que situaría a la spin-off en una situación abusiva de privilegio en el mercado 
frente a sus competidores. 
Ante esta cuestión, el TJUE, dejando un amplio margen de interpretación, acepta que 
tanto la actividad de interés general como la actividad económica compartan costes y 
exista, hasta cierto punto, economías de escala entre ambas, pero esta imputación de 
costes debe realizarse de una forma razonable y proporcional (35). 
Por su parte, la Comisión, al objeto de asegurar que la actividad económica no se ve 
sufragada con recursos económicos provenientes de la actividad de interés general (36), 
exige que las Universidades y centros de investigación lleven una contabilidad analítica 
separada, es decir, que la contabilidad interna de la institución deberá indicar por sepa-
rado los costes y beneficios asociados a la actividad de interés general y otros servicios, 
así como los parámetros para la asignación de costes e ingresos (37), (38). 
Finalmente, la Comisión exige para eludir la consideración de ayuda de Estado que la 
cesión (39) de la propiedad intelectual o industrial por parte del centro público de inves-
(35) Sentencia del TJCE de 3 de julio de 2003, Asuntos acumulados C-83/01P, C-93/01P y C-
94/01P, Chronopost vs. UFEX, apartado 40. 
(36) Como ya tuvimos la ocasión de comentar en este trabajo, cuando un organismo de investi-
gación o una infraestructura desarrolle tanto actividades económicas como no económicas, la fi-
nanciación pública sólo estará sujeta a las normas sobre ayudas estatales en la medida en que cu-
bra costes relacionados con actividades económicas. Nos remitimos en este punto a la limitación 
del20 por cien ya comentada con anterioridad en este trabajo que actúa como límite de actividades 
económicas que puede desarrollar el organismo de investigación, la Universidad, en este caso, sin 
que le sea de aplicación la normativa sobre ayudas de Estado. Véase el apartado de este trabajo 
cuando se analiza el supuesto en que un organismo de investigación desarrolla tanto actividades 
económicas como no económicas. 
(37) Apartado 5 del artículo 5 de la Decisión de la Comisión 2005/842/CE, de 28 de noviembre 
de 2005, relativa a la aplicación de las disposiciones del artículo 86, apartado 2, del Tratado CE a 
las ayudas estatales en forma de compensación por servicio público concedidas a algunas empre-
sas encargadas de la gestión de servicios de interés económico general [notificada con el número 
C(2005) 2673], DO L 312, de 29 de noviembre de 2005, págs. 488 ss. 
(38) Este requisito contable es una exigencia dulcificada derivada de la Directiva 2006/111/CE 
de la Comisión de 16 de noviembre de 2006 relativa a la transparencia de las relaciones financie-
ras entre los Estados miembros y las empresas públicas, así como a la transparencia financiera de 
determinadas empresas, DO L 318 de 17 de noviembre de 2006, págs. 17 ss. 
(39) El apartado 2 del artículo 20 de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes establece, co-
mo regla general, la titularidad de la Universidad de las invenciones realizadas por el profesor co-
mo consecuencia de su función de investigación en aquélla y que pertenezcan al ámbito de sus fun-
ciones docentes e investigadoras. Este mismo precepto establece, asimismo, un régimen especial 
de titularidad de las invenciones realizadas en los supuestos de contratación del profesorado por 
vía del actual artículo 83 LOU. En sus apartados 5 y 6, este artículo 20 prevé que la Universidad 
podrá ceder la titularidad de las invenciones mencionadas en el punto 2 al profesor, autor de las 
-191-
ESTUDIOS Y NOTAS 1 CRÓNICA TRIBUTARIA 156-2015 
tigación, en este caso, la Universidad, a la spin-off tenga como contrapartida una retri. 
bución (40) pactada en «condiciones normales de mercado», en caso contrario, la cesión 
sería calificada como ayuda de Estado, debido al beneficio económico que obtiene la spin. 
off por dicha cesión en condiciones que no son las condiciones normales de mercado. 
Las instancias comunitarias son conscientes de que, en ocasiones, es difícil determi-
nar cuáles son las «condiciones normales de mercado», especialmente, cuando no existen 
otros operadores económicos que presten una actividad similar. Por este motivo, el 
TJUE considera que la cesión de la propiedad industrial se lleva a cabo en condiciones 
normales de mercado y no constituye un supuesto de ayuda de Estado cuando queda 
acreditado que la contrapartida exigida por la cedente comprende debidamente todos 
los costes (41) variables adicionales necesarios para prestar el apoyo necesario y cuando 
se pacta una remuneración apropiada del capital propio, y ello, en ambos casos, sin que 
ningún indicio lleve a pensar que estos elementos han sido subestimados o fijados de 
manera arbitraria (42). 
A pesar de que alguna de estas condiciones no se cumplan, la Comisión no lo califica-
rá de manera automática como ayuda de Estado, sino que llevará a cabo un estudio de-
tallado de manera individualizada del caso en concreto. 
En segundo lugar, procede examinar los supuestos en que la spin-off actúa de cauce 
de la ayuda y la beneficiada es la empresa privada. La Comisión considera que no exis-
tirá un caso de ayuda de Estado si la spin-off recibe de la empresa privada una compen-
sación equivalente al precio de mercado de los derechos de propiedad intelectual licen-
ciados a la empresa (43). 
Como ya hemos tenido ocasión de comentar en este trabajo, cuando la Comisión habla 
de «compensación equivalente al precio de mercado de los derechos de propiedad inte-
lectual» se refiere a la compensación por todo el beneficio económico de tales derechos. 
De conformidad con los principios generales de las ayudas estatales y debido a la difi-
mismas, pudiendo reservarse en este caso una licencia no exclusiva, intransferible y gratuita de 
explotación y que cuando el profesor obtenga beneficios de la explotación de una invención men-
cionada en el punto 5, la Universidad tendrá derecho a una participación en los mismos determi-
nada por los Estatutos de la Universidad. Por tanto, podemos afirmar que queda a la determina-
ción de desarrollo reglamentario de cada Universidad fijar la posibilidad o no de cesión de la 
titularidad de las invenciones y el porcentaje de participación de la Universidad en los beneficios. 
Por su parte, el artículo 83 LOU introduce la posibilidad de celebrar contratos a través de Fun-
daciones o estructuras organizativas similares de las Universidades dedicadas a la canalización de 
las iniciativas investigadoras, disfrutando las Universidades de la facultad de determinar los pro-
cedimientos para fijar el destinos de los bienes y recursos obtenidos y establece un régimen distin-
to al previsto en el artículo 20 de la Ley de Patentes al afirmar que los resultados de la investiga-
ción no necesariamente serán de titularidad de la Universidad, sino que será la propia Universi-
dad la que determine quiénes serán los beneficiarios de tales resultados y en qué proporción se re-
partirán los beneficios obtenidos, siendo el contrato el que establecerá, en cada caso, el régimen de 
titularidad del resultado de la investigación protegido y los criterios de distribución de beneficios. 
(40) Con carácter general, la fórmula de retribución a la Universidad suele venir establecida en 
los Estatutos de la Universidad y en la normativa reglamentaria de ésta y suele consistir en una 
retribución fija combinada con una retribución variable. 
(41) Para evitar la consideración de cross-subsidization, es decir, de ayuda de Estado, los cos-
tes que han de ser cubiertos por esta remuneración son los costes totales, sin que quepa aplicar el 
criterio del inversor privado. 
(42) Véanse los apartados 34, 36 y 38 a 40 de la Sentencia del TJCE de 3 de julio de 2003, 
Asuntos acumulados C-83/0lP, C-93/01P y C-94/0lP, Chronopost vs. UFEX. 
(43) Deduciendo de dicha compensación cualquier contribución de la empresa privada a los cos-
tes de spin-off 
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cultad inherente de establecer objetivamente el precio de mercado de los derechos de 
propiedad intelectual, la Comisión considerará que tal condición se cumple si el orga-
nismo de investigación negocia como vendedor con objeto de obtener el máximo benefi-
cio cuando se celebre el contrato. 
Como aclara la propia Comisión en el apartado 29 del Marco Comunitario, se consi-
derara que la compensación recibida es equivalente al precio de mercado si permite a los 
organismos de investigación o las infraestructuras de investigación en cuestión (consi-
deramos que esta remisión deben entenderse hecha a la spin-off creada por la Universi-
dad) disfrutar de todo el beneficio económico de esos derechos. La Comisión considera 
especialmente que la compensación recibida es equivalente al precio de mercado cuando 
se cumple, al menos, una de las siguientes condiciones: 
a) El importe de la compensación ha sido calculado mediante un procedimiento com-
petitivo de venta abierto, transparente y no discriminatorio. 
b) Una evaluación de un experto independiente confirma que el importe de la com-
pensación es como mínimo igual al precio de mercado. 
e) El organismo de investigación o la infraestructura de investigación, en calidad de 
vendedor, puede demostrar que, efectivamente, negoció la compensación, en con-
diciones de igualdad, con el fin de obtener el máximo beneficio económico en el 
momento en que se suscl'ibe el contrato, considerando, al mismo tiempo, sus obje-
tivos estatutarios. 
d) En los casos en que el acuerdo de colaboración otorgue a la empresa que colabora 
un derecho preferente en cuanto a los derechos de propiedad intelectual genera-
dos por los organismos de investigación o las infraestructuras de investigación co-
laboradoras, cuando esas entidades ejerzan un derecho recíproco a solicitar ofer-
tas económicamente más ventajosas de terceros de manera que la empresa cola-
boradora tiene que igualar su oferta en consecuencia. 
Si no se cumple alguna de estas condiciones, el valor total de la contribución de los or-
ganismos de investigación o las infraestructuras de investigación al proyecto se conside-
rará una ventaja para las empresas privadas colaboradoras, a las que se aplicará la nor-
mativa sobre ayudas de Estado. 
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